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CAPÍTULO XXI. LA INTERDICCIÓN1

Antes de iniciar el tema y ofrecer cualquier definición, dadas las diferencias 
sustanciales entre una y otra, debe necesariamente distinguirse entre la inter-
dicción judicial y la interdicción legal, y ello lo reflejaremos a continuación. 

1. La interdicción judicial2 
1.1. Noción (causa)3

La interdicción judicial es la privación de la capacidad de obrar en razón de 
una sentencia dada la existencia de una afección intelectual grave, habitual 
y actual. 

Al efecto dispone el artículo 393 del CC “ El mayor de edad y el menor 
emancipado que se encuentren en estado habitual de defecto intelectual que 
los haga incapaces de proveer a sus propios intereses, serán sometidos a in-
terdicción, aunque tengan intervalos lúcidos”4.

De lo anterior se deducen los requisitos concurrentes que precisa la causa 
que propicia la interdicción, es un defecto intelectual, grave y habitual5 y 

1 	 Véase: Schizzerotto, Gianni: Interdizione e inabilitazione. Nella giurisprudenza. Padova, edizioni 
Cedan, 1.972. (Raccolta sistematica di giurisprudenza commentata. Dietta dal prof. Mario 
Rotondi, dell’ Universitá di Milano, N° 23); Giunta, Giovanni: Incapacità di Agire (Interdizione, 
inhabilitazione, incapacità naturale). Milano, Dott. A. Giuffre editore, 1.965.

2 	 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 349-413 (también en: Domínguez Guillén, María Candelaria: 
El procedimiento de incapacitación. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas N° 
122. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 2001, pp. 259-401); De Freitas de Gouveia, Edilia 
Comentarios sobre el procedimiento de interdicción. Temas de Derecho Civil. Libro Homenaje 
a Andrés Aguilar Mawdsley. Colección Libros Homenaje Nº 14. Caracas, Tribunal Supremo de 
Justicia, Fernando Parra Aranguren Editor, 2004, pp. 385-417; Jaimes, Yolanda: La Interdicción. 
Caracas, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Económicas y Sociales, 3ª edic., 
1999; Binstock, Hanna: La Protección Civil del Enfermo Mental. Colección monografías jurídicas Nº 
18. Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, 1980; Grimaldi de Caldera, Elvira y Graciela Bilbao de 
Romer: El Enfermo Mental en Nuestro Ordenamiento Jurídico. En: Revista de la Facultad de Derecho 
N° 52, Valencia, Universidad de Carabobo, 1990, pp. 45-85 (también en: http://servicio.cid.uc.edu.
ve/derecho/revista/52/52-3.pdf ); Parra Aranguren, Gonzalo: La Interdicción y la Inhabilitación 
en el Derecho Internacional Privado. En: Actas Procesales de Derecho Vivo, Vol. XXXII, Nº 67-69, 
Caracas, Grafiunica, 1977; Santana Mujica, Miguel: Resumen de la Doctrina Patria y Jurisprudencia 
de Casación sobre Interdicción e Inhabilitación. Caracas, edit. La Torre, 1974; Aguilar Gorrondona, 
Derecho…, 2010, pp. 372-381; Hung Vaillant, Derecho…, pp. 405-419; Graterón Garrido, ob. cit., 
pp. 393-310; La Roche, ob. cit., 2010, pp. 209-219; Ochoa Gómez, Derecho…, pp. 671-698; Marín 
Echeverría, ob. cit., pp. 191-197; Zerpa, Derecho…, pp. 191-193; Rodríguez, ob. cit., pp. 401-407; 
Calvo Baca, ob. cit., pp. 99-101; Poles de Graciotti y otros, ob. cit., pp. 341-353.

3 	 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 349-357.
4 	 La norma se introduce a través del art. 361 del CC de 1873, el cual a su vez se inspiró en el art. 

324 del CC italiano de 1865. La norma posteriormente se repite en los siguientes Códigos Civiles: 
(1880: art. 367; 1896, art. 370; 1904, art. 376; 1916, art. 420; 1922, art. 420; 1942, art. 393).

5 	 Véase: Juzgado del Municipio Ribero del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial 
del Estado Sucre, Sent. 8-2-10, Exp. 2009-1027, http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2010/
febrero/1225-8-2009-1027-403.html. 
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actual. En efecto, la amplia6 y acertada7 expresión “defecto intelectual” denota 
que debe tratarse de una afección intelectual o mental, esto es una discapaci-
dad o enfermedad que afecte las facultades intelectuales del individuo8. Dicho 
defecto adicionalmente debe ser “grave”, lo que se deduce de la expresión de 
ser incapaz de proveer a los propios intereses9 y ello marca la diferencia con 
la inhabilitación en que la afección mental es leve; ha de tratarse pues de un 
defecto que comprometa la voluntad y el discernimiento y que requiera del 
cuidado de la persona. Tal defecto mental grave, debe ser también “habitual” 
o permanente, esto es, no puede tratarse de una alteración pasajera, pues el 
régimen de incapacitación precisa de una protección que se proyecta en el 
tiempo con permanencia; finalmente como corolario de la anterior, se agrega 
que el defecto intelectual debe ser “actual”, esto es subsistir al tiempo que 
se pretende la incapacitación y al momento del pronunciamiento10 porque 
si un defecto fue grave y subsistió prolongadamente en el tiempo pero ha 
desparecido, pierde sentido la incapacitación que se presenta como una 

  6 	Véase refiriendo lo positivo de la expresión por su amplitud: Binstock, La protección civil…, pp. 
23-25; Ramírez, Florencio: Anotaciones de Derecho Civil. Mérida, Publicaciones de la Dirección de 
Cultura de la Universidad de los Andes, 1953, Tomo I, pp. 321 y 322, no había necesidad de que 
la ley enumerase todas las formas en que pueden presentarse la enajenación mental, hay una 
desmesurada variedad de formas y grados que es imposible calificar con criterio legal, por lo que 
se creyó necesario dejar la apreciación de cada caso particular a la autoridad judicial.

  7 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 351, la expresión es elegante y no peyorativa, a diferencia 
de otras de contenido marcadamente despectivo. 

  8 	Véase en este sentido: Cabrera Mercado, ob. cit., pp. 63 y 64; por enfermedad mental podemos 
entender un trastorno sustancial del pensamiento o del afecto que altera significativamente el 
juicio, la conducta, la capacidad de reconocer la realidad o la capacidad de afrontar las exigencias 
cotidianas de la vida. La deficiencia se identifica con defecto o imperfección, y pueden ser 
consecuencia de una enfermedad o pueden tener un origen genético. De manera que si bien toda 
enfermedad constituye una deficiencia, ésta a su vez, no siempre es una enfermedad; Pons Tamayo, 
ob. cit., pp. 168 y 169, la salud es el estado de equilibrio biológico y psicológico necesario para el 
desarrollo de las funciones fisiológicas y psicológicas (intelectuales y volitivas) que condicionan 
el cabal desenvolvimiento de la personalidad. Siendo así la enfermedad tiene consecuencia sobre 
la capacidad.

  9 	Véase a propósito del trastorno del espectro autista entre otras: Juzgado de Municipio Ordinario y 
Ejecutor de Medidas del Municipio los Salías Circunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 2-2-
16, Exp. S-2015-180, http://miranda.tsj.gob.ve/DECISIONES/2016/FEBRERO/2874-2-S-2015-180-.
HTML; Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Agrario del Segundo Circuito 
de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, Sent. 14-10-15, Exp. 20.453, http://bolivar.tsj.gob.
ve/DECISIONES/2015/OCTUBRE/1977-14-20.453-.HTML; Juzgado Segundo de Primera Instancia 
de Juicio del Circuito Judicial de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la Circunscripción 
Judicial del Área Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional , Sent. 24-10-13, 
Exp. AP51-V-2011-014929, http://caracas.tsj.gob.ve/DECISIONES/2013/OCTUBRE/2460-24-AP51-
V-2011-014929-PJ0542013000359.HTML; Tribunal Superior Segundo del Circuito Judicial de 
Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de 
Caracas y Nacional de Adopción Internacional, Sent. 25-11-13, AP51-V-2011-014929, http://caracas.
tsj.gob.ve/DECISIONES/2013/NOVIEMBRE/2455-25-AP51-V-2011-014929-PJ0572013000112.
HTML; Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Agrario del Segundo Circuito 
de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, Sent. 29-4-13, Exp. 19.701, http://bolivar.tsj.gob.
ve/decisiones/2013/abril/1977-29-19.701-.html.

10 	Schizzerotto, ob. cit., pp. 22 y 23; Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil y del Tránsito y de 
Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, Sent. 5-4-
11, http://vargas.tsj.gov.ve/decisiones/2011/abril/128-5-2118-2725.html “la interdicción Judicial 
que es el caso concreto que nos ocupa, se origina por la existencia de un defecto intelectual grave, 
habitual y actual en una persona”. 
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protección a futuro11, sin perjuicio de la impugnación de los actos realizados 
dada la incapacidad natural12. No exige la ley venezolana que la afección sea 
notoria13 ni incurable.14

1.2. Legitimación
1.2.1. Pasiva15 (quienes pueden ser declarados entredichos). Los sujetos que 
pueden ser sometidos a interdicción se derivan de los artículos 393 y 394 del 
CC: 1.2.1.1. Mayores de edad: La incapacitación desvirtúa la presunción de 
capacidad de los adultos mediante una sentencia. 1.2.1.2. Menores emancipa-
dos: Los emancipados están sujetos a un régimen de autorización y asistencia, 
el cual resulta insuficiente ante la presencia de un defecto intelectual grave 
que amerita un régimen de representación, por ello la emancipación puede 
culminar por vía excepcional por incapacitación absoluta. 1.2.1.3. Menores no 
emancipados, que se encuentren en el último año de su minoridad16. Se trata 
de no asumir tardíamente el régimen correspondiente.

1.2.2. Activa17 (quienes pueden solicitar la interdicción). Se encuentran 
enumerados en el artículo 395 CC: 1.2.2.1. El cónyuge del presunto incapaz 
puede solicitar la interdicción pues su interés es obvio en razón de su estre-
cho vínculo, por lo que se niega legitimación al ex cónyuge salvo que actué 
representando a los hijos comunes, creemos que por ser una situación análoga 
al divorcio debe negársele también al separado de cuerpos. Se incluye tam-
bién el concubino (a) que acredite tal status18. 1.2.2.2 Parientes del presunto 
incapaz que deben restringirse19 al cuarto (4º) grado por consanguinidad y 
segundo (2º) de afinidad, por cuanto dada la delicada naturaleza de la incapa-
citación no debe extenderse a grados que generalmente el Derecho considera 

11 	Véase: Ospina Fernández y Ospina Acosta, ob. cit., pp. 89 y 90, nota 1, el régimen legal de la 
incapacidad por demencia no se puede hacer extensivo a aquellos otros casos en que los 
agentes obran en un estado transitorio de falta de razón, pero determinado por causas distintas 
de las afecciones psicopatológicas propiamente dichas, como la embriaguez o el empleo de 
estupefacientes. Si tal situación ha sido aprovechada por otra persona, la invalidez del acto jurídico 
encajaría perfectamente dentro del funcionamiento de las instituciones de dolo y violencia. 

12 	Véase supra XIV.6.
13 	10IC2, Sent. 20-5-55, J.T.R., V. IV, T. II, p.137.
14 	IMC1, Sent. 26-7-54, J.T.R., Vol. IV, T. II, p. 133.
15 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 358 y 359.
16 	En cuyo caso la competencia le corresponde a la Jurisdicción especial de protección del niño y 

del adolescente. Véase TSJ/SPlena, Sent. Nº 21 de 14-3-17; TSJ/SConst., Sent. Nº 289 de 18-3-
15, determina la competencia de los Juzgados especializados en la Protección de Niños, Niñas y 
Adolescentes para conocer de oficio o a instancia de parte, del procedimiento de incapacidad de 
las personas que habiendo adquirido la mayoría de edad, ostentan una discapacidad, total o parcial, 
de carácter intelectual congénita o surgida en la niñez o en la adolescencia”. 

17 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 359-363; AMCS1SMT, Sent. 23-4-10, Exp. 10.10215 http://
jca.tsj.gov.ve/decisiones/2010/abril/2138-23-10.10215-10.101-INT-CIV.html 

18 	Por equiparación con el matrimonio en cuanto a sus efectos, por aplicación del artículo 77 de la 
Carta Magna. Véase: TSJ/SConst., Sent. 1682 de 15-7-05.

19 	Por aplicación de la interpretación restrictiva dado el sentido de la incapacitación. Véase: Domínguez 
Guillén, María Candelaria: Algunos problemas de interpretación en materia de tutela. En: Revista 
de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 109, Caracas, Universidad Central de Venezuela, 
1998, pp. 275-277 (también en: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 507-510).
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irrelevantes; los lazos afectivos se pierden a medida que se hacen lejanos los 
vínculos o grados del parentesco. 1.2.2.3. El Síndico procurador municipal20 
o el Fiscal del Ministerio Público (CPC, art. 130) en razón del interés general 
que está en juego. 1.2.2.4. Cualquier persona con interés legítimo, esto es 
con un interés jurídico como es el caso del socio o del acreedor21, toda vez no 
cabe alegar cualquier interés como amistad22 o meramente afectivo. 1.2.2.5. 
El Juez puede actuar de oficio: dada la trascendencia de la incapacitación 
absoluta el Juzgador podría iniciar el proceso sin petición formal de un legi-
timado por el simple conocimiento del asunto23 (véase CPC, art. 733). 1.2.2.6. 
El propio sujeto con afección intelectual: Si bien la citada enumeración de 
los legitimados activos es taxativa en virtud de los delicados intereses en 
juego a fin de evitar que un tercero sin interés pueda iniciar un proceso de 
tal transcendencia, ciertamente no existe nadie más interesado que el propio 
sujeto, pues por y para él existe la figura de la incapacitación que tiene por 
único fin su protección. De tal suerte que bien debe admitirse que –aunque 
sea un supuesto poco probable en la práctica– el propio interesado tiene legi-
timación a los fines de iniciar su incapacitación, ante la inercia de los demás 
legitimados24. De allí que la doctrina argentina ha señalado que no obstante el 
carácter taxativo de los legitimados “no puede negarse el derecho del propio 
insano a pedir su interdicción”25 quien puede iniciar su propio juicio y “la ley 
no tenía porque enunciarlo especialmente”.26

1.3. Procedimiento27 en los juicios de incapacitación está de por medio el 
interés público, razón por la cual ante tales procedimientos ceden en cierta 

20 	Véase: TSJ/SConst, Sent. 2349 del 23-11-01,“…En virtud de los conceptos ofensivos y de la 
incongruencia del escrito presentado por el accionante, esta Sala ordena remitir copia de la acción 
interpuesta y de la presente decisión al Síndico Procurador Municipal del Municipio Libertador, 
para que estudie la posibilidad de solicitar la interdicción del ciudadano…”; Granadillo, Víctor 
Luis: Tratado Elemental de Derecho Civil Venezolano. Caracas, 2ª edic., 1958, T. I, p. 297, al Síndico 
Procurador Municipal, tiene su justificación porque éste es el representante legal del conglomerado 
local, interesado también en despejar la incógnita que se plantea; Ramírez, ob. cit., p. 323, el 
Síndico Procurador Municipal por ser personero de los intereses generales.

21 	Véase: Binstock, La protección civil…. pp. 49 y 50; Duque Sánchez, ob. cit., p. 387; Sanojo, ob. cit., 
pp. 304 y 305.

22 	Véase: Borda, Guillermo, ob. cit., p. 270; Llambías, ob. cit., pp. 469 y 470.
23 	Véase por ejemplo: Ley Orgánica de Drogas, art. 137: “El juez o jueza penal, en el caso que la 

persona consumidora tenga perturbaciones mentales que le impidan la administración de sus 
intereses según el informe de los expertos o expertas, remitirá al Juez o Jueza civil las actuaciones 
relativas a los fines de su interdicción o inhabilitación, si fuere procedente, de acuerdo a la 
legislación civil pertinente”. Sin embargo, la inhabilitación –según veremos– no procede de oficio 
por lo que el Juzgador debería en tal caso notificar al Fiscal del Ministerio Público o al Síndico 
procurador municipal. 

24 	Véase señalando que ello es factible con base a la interpretación extensiva dada la finalidad de la 
institución: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 510-516, De Freitas de Gouveia, Comentarios…, pp. 
406 y 407.

25 	Borda, Guillermo, ob. cit., p. 270.
26 	Cifuentes, ob. cit., p. 181. Destacado nuestro.
27 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 365 y ss: De Freitas de Gouveia, Comentarios…., pp. 409-

417.
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medida los principios rectores del proceso civil ordinario.28 El procedimiento 
está previsto en el CPC (arts. 733 al 739) y CC (art. 396). Se distingue una fase 
sumaria y otra plenaria, la primera tiende a ser rápida a fin de otorgar de ser 
el caso una protección cautelar a través de la interdicción provisional.

Sumario29: En esta etapa inicial30: 1. Se precisa notificar al Fiscal del Mi-
nisterio Público31 (CPC, art. 132); 2. Se debe interrogar a la persona de la que 
se trata32 3. Se debe oír a cuatro (4) de sus parientes inmediatos33 y en defecto 

28 	Véase en este sentido: Cabrera Mercado, ob. cit., p. 86; En la incapacitación de las personas físicas 
entran a colación consideraciones muy importantes que afectan directamente, no sólo a intereses 
personales sino a un interés público que justifican la asunción de principios propios, que implican 
a su vez que algunos conceptos procesales que en el proceso ordinario son claros, se oscurecen 
sensiblemente; González Granda, Piedad: Régimen jurídico de protección de la discapacidad por 
enfermedad mental. Madrid, Reus, 2009, p. 70, se trata de un proceso de interés público no regido 
por los principios formales de carácter dispositivo de otros procesos, que se reflejan en el carácter 
indisponible del derecho a tutelar, la investigación de oficio, intervención del Ministerio Público, 
dotación al órgano judicial de poderes probatorios superiores a los ordinarios. 

29 	Véase: Granadillo, ob. cit., pp. 297-299; el Juez abrirá una averiguación sumaria sobre los 
hechos imputados, lo cual quiere decir “ligera”; pero sí es requisito esencial que se cumplan 
las formalidades de ley; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 366-377, La expresión “sumario” se 
corresponde con rápido mas no “secreto”. Véase sin embargo: Peyrano, Guillermo F.: El artículo 
152 bis del Código Civil. Avance notorio en la consideración de las personas afectadas en su salud 
mental, que requiere ser nuevamente actualizado, http:// www.acaderc.org.ar/doctrina/articulos. 
Sin embargo, se ha recomendado que los procesos de incapacitación deberían revestirse de 
confidencialidad o no publicidad, dado su carácter sensible y su afectación en la sociedad.

30 	Caracterizada por la celeridad dada la premura de la protección.
31 	Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, de Tránsito y con competencia transitoria en 

Protección del Niño del Adolescente del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del 
Estado Portuguesa, Sent. 22-3-11, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2011/marzo/1116-22-2785-.html. 
“Es indudable, conforme ha quedado establecido, que el hecho de que la juzgadora de la causa 
no hubiese acordado de inmediato la notificación del Ministerio Público, demuestra que no 
actuó conforme a derecho, con lo cual no garantizó los derechos y garantías constitucionales de 
obligatorio cumplimiento en materia de interdicción e inhabilitación, lo cual acarrea la nulidad 
de todo lo actuado en el presente procedimiento”.

32 	Véase: CPC, art. 738, las actas del interrogatorio deben expresar las preguntas y las respuestas 
dadas; Juzgado Noveno de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Bancario 
de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 31-5-10, Exp. 
AP11-F-2010-000189, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2010/mayo/2124-31-AP11-F-2010-000189-.
html “del análisis del interrogatorio que le fuera practicado al notado de demencia que éste tiene 
un vocabulario limitado, con respuestas parcas y con poco contenido, memoria deficiente, ya 
que no respondió: la fecha de su nacimiento, donde nació, el nombre y apellido de sus padres, si 
sus padres se encuentran vivos, la dirección donde reside, así como el número telefónico de su 
vivienda, ni saber la fecha en la cual se le estaba realizando el interrogatorio”; Véase. Domínguez 
Guillén, Ensayos…, pp. 368-379, si no se obtiene respuesta ello debe indicarse expresamente, 
algunos autores reseñan que excepcionalmente podría prescindirse del interrogatorio si se 
acredita que redundaría en perjuicio de la salud. No obstante se ha sostenido –a nuestro criterio 
exageradamente– que el interrogatorio es el elemento más importante del proceso, lo cual no es 
cierto, porque no puede estar por encima del dictamen médico amén que bien pudiera parecer 
normal un individuo mentalmente afectado en otro contexto; SCMT3, Sent. 17-1-92, Exp. Nº 6.659, 
Jurisprudencia Oscar Pierre Tapia (Última Instancia), Año III, T. 1 Enero 1992, pp. 121 y 122. “No 
hay duda alguna que el examen psiquiátrico, es el elemento fundamental decisivo de valoración 
para formar criterio cierto y veraz acerca de la capacidad intelectual del sujeto sometido al proceso 
de interdicción”.

33 	Véase respecto al Derecho español indicando que se debe atender mayormente a la convivencia 
o cercanía del pariente, más a que su proximidad de grado: Marcos Vian, Beatriz: El Proceso de 
incapacitación. Universidad de Valladolid, trabajo de fin de grado, septiembre 2014, p. 29 https://
uvadoc.uva.es/bitstream/10324/7180/1/TFG-D_0017.pdf. 
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de estos, se deberá escuchar a amigos de la familia (art. 396, 1er ap. CC); 4. Se 
debe nombrar por lo menos dos facultativos a fin de que examinen al “notado 
de demencia”34 (CPC, art. 733). Es obvio que la experticia médica constituye la 
prueba fundamental y determinante en el proceso de incapacitación porque es 
tal profesional quien cuenta con las herramientas determinantes para dictami-
nar el estado mental de un individuo35. Si el individuo se niega a practicarse la 
prueba médica no cabe –por la naturaleza del procedimiento de incapacitación 
y lo que está en juego– aplicarle la presunción en su contra prevista en términos 
generales en el art. 505 del CPC por lo que la situación deberá necesariamente 
deducirse del resto del material probatorio del proceso36. El juzgado podrá 
adoptar las medidas que estime necesarias para la adecuada protección del 
presunto incapaz o de su patrimonio37. Al final del sumario el Juzgador podrá: 
1. Si no encuentra motivos suficientes para proseguir el juicio lo decreta ter-
minado. 2. Si al contrario, encontrare datos suficientes que hagan presumir 
su procedencia decreta la interdicción provisional38 y el nombramiento39 de 
un tutor interino (art. 396, ultmo. ap. CC y art. 734 del CPC).

Plenario40: De existir elementos suficientes se continuará el proceso por los 
trámites del procedimiento ordinario y quedará la causa abierta a pruebas41 
(instruyéndose las que promueva el notado de demencia o su tutor interino; 
la otra parte, si la hubiere, y las que el Juez promueva de oficio). “Además, en 
cualquier estado del proceso el juez podrá admitir y aun acordar de oficio la 
evacuación de cualquier otra prueba, cuando considere que puede contribuir 
a precisar la verdadera condición del indiciado de demencia” (art. 734 CPC)42. 

34 	Véase: AMCNAISFM1, Sent. 1-11-99, J.R.G., T. 159, pp. 61 y 62, la frase “notado de demencia” la 
emplea el Código de Procedimiento Civil por lo que no es susceptible de producir recusación. 

35 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 380; Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Bancario 
y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, Sent. 3-3-11, http://falcon.tsj.gov.
ve/decisiones/2011/marzo/199-3-C-16.804-.html; Juzgado Undécimo de Primera Instancia en lo 
Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, 
Sent. 9-2-11, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2011/febrero/2126-9-AH1B-F-2008-000023-.html 
Vid. sobre tal prueba: Urdaneta, Emérita Luisa: Valoración de la experticia psiquiátrica en los 
procedimientos de interdicción civil. En: Anuario de Derecho de la Universidad de los Andes N° 
28, enero-diciembre, 2011, pp. 123-128.

36 	Véase: Schizzerotto, ob. cit., p. 169.
37 	O’Callaghan, Xavier: La declaración de incapacidad. En: La protección jurídica de discapacitados, 

incapaces y personas en situaciones especiales. Seminario organizado bajo la presidencia de Honor 
de S.M. La Reina de España por el Consejo General del Notariado en la UIMP. Madrid, Civitas y 
Europa Notario, 2000, p. 50.

38 	Véase: CC, 414; Vergara Ospina, Walkyria Janet: El Proceso de Interdicción. Bogotá, Pontificia 
Universidad Javeriana, 1987, p. 86, la interdicción provisional puede ser considerada como 
una medida cautelar en razón de que por su finalidad asegura las consecuencias de un proceso; 
Granadillo, ob. cit., pp. 297-299, la declaratoria provisional de interdicción se justifica, porque hay 
que poner coto rápido al problema que surge, y no es prudente esperar que se le declare incapaz al 
final de un juicio cuando se haya producido un perjuicio; Jaimes, ob. cit., pp. 57 y 58, después que 
haya dilapidado sus bienes o haya causado un gran perjuicio al conglomerado; Grimaldi de Caldera y 
Bilbao de Romer, ob. cit., p. 70, se decreta cuando la urgencia de la situación planteada así lo indique.

39 	Véase: CPC, arts. 726-729. En cuanto a la remoción, véase: CPC, arts. 731 y 732.
40 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 377-385.
41 	Véase: Zambrano Franco, Flor Karina: Las pruebas en los procesos de incapacitación. En: Revista 

Venezolana de Legislación y Jurisprudencia Nº 4. Caracas, 2014, pp. 107-127.
42 	Véase: TSJ/SCC, Sent. 00464 de 26-6-07.
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Esto último en razón del carácter oficioso del proceso. Resulta conveniente 
en esta fase repetir la experticia médica toda vez que existen afecciones 
susceptibles de mejoría, que continúa siendo la prueba por excelencia de la 
incapacitación. En el presente proceso no rigen dada su naturaleza de orden 
público figuras procesales como la autocomposición procesal o la perención43. 
La sentencia podrá: 1. Declarar con lugar la interdicción definitiva; 2. Declarar 
sin lugar la interdicción (lo que no impide otro proceso ante nuevos hechos 
según art. 737 CPC). 3. Declarar la inhabilitación si el procedimiento no ha 
tenido lugar de oficio. (art. 740 CPC). Dicha sentencia debe ser registrada44, 
publicada por la prensa45 y ser consultada con el Juzgado Superior46. Pudiera 
tener Casación si en lugar de consulta se interpuso recurso de apelación47.

1.4. Efectos48

1.4.1. Sometimiento a tutela, el cual es un régimen de representación por tratar-
se de una incapacidad absoluta49, en el que el tutor se sustituye al incapaz en 
la realización del acto, amén que en el ámbito personal tiene el cuidado de la 
persona del incapaz. Dispone el art. 397 del CC, que en la tutela de entredichos 
se aplican las mismas disposiciones de la tutela ordinaria de menores50 en 
cuanto éstas le sean aplicables, por lo que rigen tales normas salvo previsión 
especial de la ley. Tales efectos aplican desde la interdicción provisional (CC, 
art. 403), obviamente si ésta es ratificada en la sentencia definitiva.

1.4.2. Pérdida del autogobierno: el entredicho por carecer de discernimiento 
pierde el libre gobierno de su persona quedando bajo la potestad del tutor, 
quien ejercerá el atributo de la guarda mutatis mutandi en exclusivo interés 
del incapaz, y dirigirá sus esfuerzos en su recuperación, siendo en algunos 
casos necesario así como ocurre con el menor de edad, considerar aspectos 
complementarios de su educación. El artículo 401 del CC señala que la primera 
obligación del tutor será cuidar de que el entredicho adquiera o recobre su 
capacidad, que a este objeto se han de aplicar principalmente los productos 
de sus bienes. Aunque dicha norma señala que el Juez no intervendrá sobre 

43 	Vale recordar que en la interdicción procede de oficio. Véase: Juzgado Segundo de Primera 
Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y Tránsito del Primer Circuito de la Circunscripción 
Judicial del Estado Bolívar, Sent. 4-7-08, Exp. FP02-S-2006-004986, http://jca.tsj.gov.ve/
decisiones/2008/julio/2177-4-FP02-S-2006-004986-PJ0192008000424.html.

44 	Véase: LORC, art. 3, numeral 7; CC, art. 414. Véase también: 413 y 416; Reglamento.., art. 84. 
Véase indicando que debe ser notificada al órgano electoral (aunque este ejerce también función 
registral); Juzgado Superior Tercero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, Bancario y de Protección 
del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 4-4-11, http://
jca.tsj.gov.ve/decisiones/2011/abril/1322-4-11-3641-043.html.

45 	Véase: CC, art. 415. 
46 	Véase: CPC, art. 736; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 385 y 386; CSJ/SCC, Sent. 15-5-96, J.P.T., 

CSJ mayo 96, pp. 285 y 286; Martorello, Beatriz Roxana: Procesos de declaración de incapacidad e 
inhabilitación. Teoría y Práctica. Buenos Aires, LexisNexis Abeledo-Perrot, 2004, p. 102, la consulta 
se establece con el fin de tutelar más eficazmente la capacidad y libertad del ser humano.

47 	Véase: CSJ/SCC, Sent. 15-5-96, J.P.T., CSJ mayo 96, pp. 285 y 286; TSJ, Cas. Civil, Sent. N° 00333 
del 23-7-03, J.R.G., T. 201, pp. 569-571; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 386-388.

48 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 395-403.
49 	Véase: AMCSFM2, Sent. 10-3-99, J.R.G., T. 152, pp. 55 y 56.
50 	Véase supra Nº XVII.
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el lugar donde deberá ser cuidado el incapaz si el tutor es el progenitor ello 
es extensible al cónyuge dada la prioridad de éste sobre los progenitores, ya 
que el esposo (a) es el tutor de derecho del entredicho a fin de ser el primer 
llamado a velar por su cuidado y convivir con él51. 

1.4.3. Privación de la capacidad de obrar: El entredicho queda afectado de 
una incapacidad de obrar absoluta, que se extiende a lo negocial y procesal, por 
lo que deberá actuar representado por su tutor. Es de recordar que no existe 
representación legal respecto de actos personalísimos (matrimonio, recono-
cimiento, testar, etc.) por lo que quedan excluidos del ámbito del entredicho 
judicial dada su falta de discernimiento. En cuanto a la capacidad delictual 
su estatus hace presumir la ausencia de discernimiento, pero ello podría ser 
desvirtuado si se prueba que el incapaz actuó en un intervalo de lucidez y 
por ende responde por su propio hecho ilícito (CC, art. 1-186). Situación que 
tiene relevancia toda vez que en la materia no existe una presunción como 
la que ampara a los menores de edad (CC, art. 1190) por lo que la doctrina 
concluye que la responsabilidad del tutor queda sujeta a las reglas generales 
de la responsabilidad civil que incluye la prueba de la culpa52.

1.4.4. Los actos realizados por el entredicho sin la debida representación 
quedan viciados de nulidad relativa53. Es sabido que la consecuencia básica 
de la realización de un acto sin la debida representación es la correspondien-
te afectación de nulidad, que por ser a favor del incapaz podrá hacerla valer 
sólo éste a través de las personas que indica la ley (CC, art. 404). El CC (art. 
405) permite anular los actos anteriores a la interdicción si resulta evidente la 
afección54, así como (art. 406) después de la muerte del sujeto la impugnación 
de los actos precisan de la interdicción o de la prueba de que la incapacidad 
natural resulta del mismo acto que se impugna55.

51 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 408, Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, 
Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, Sent. 24-5-06, http://
falcon.tsj.gov.ve/decisiones/2006/mayo/962-24-8607-.html.

52 	Véase: Binstock, Hanna: Responsabilidad por el Hecho Ilícito del Enfermo Mental. En: Libro Home-
naje a José Mélich Orsini. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1982, Vol. I, pp. 187-212. 

53 	Véase: Juzgado del Municipio Torres de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, Sent. 17-1-11, 
http://apure.tsj.gov.ve/decisiones/2011/enero/671-17-KP12-V-2010-000038-DEF.06-2011.html. “El 
artículo 1.142 del Código Civil establece que el contrato puede ser anulado: 1. Por incapacidad 
legal de las partes… Del análisis de estas dos normas se desprende que para alegar la incapacidad 
legal para contratar por parte de mayores de edad es necesario proceder primero a la interdicción 
judicial de la persona contratante, y como quiera que de las pruebas traídas al expediente no se 
observa que para la fecha de la realización de la venta alguno o ambos de los vendedores estu-
viera en estado de interdicción judicial, es por lo que este tribunal debe desechar el alegato de la 
incapacidad legal del vendedor como causal de nulidad de la presente venta…”.

54 	Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito del Estado Lara, 
Sent. 19-8-04, Exp. KP02-R-2004-000923. http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2004/agosto/652-19-KP02-
R-2004-923-.html visto que el examen psiquiátrico es el elemento técnico, científico idóneo para 
determinar la capacidad de discernimiento de un sujeto, en razón de todo lo cual es procedente 
la nulidad demandada.

55 	Véase: Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscrip-
ción Judicial del Estado Carabobo, Sent. 17-3-05, http://carabobo.tsj.gov.ve/decisiones/2005/mar-
zo/724-30-17376-109.html. “Sólo basta, como dice el artículo 406 del Código Civil que se desprenda 
del mismo acto que quien lo celebró se encontraba en un estado de enajenación mental. Por todo 
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1.4.5. Otros efectos:56 Según indicamos el entredicho por carecer de discerni-
miento no podrá realizar actos personalísimos como matrimonio, reconocimien-
to o contrato de trabajo57, ni ejercer el derecho al voto58. Por otra parte, la interdic-
ción se configura según indicamos –no obstante la impropiedad de la LOPNNA 
en su artículo 352, letra h– como una causa de exclusión absoluta del ejercicio 
de la patria potestad59 y está consagrada como causal de divorcio contencioso60.

1.4.6. Delación61: la delación del cargo de tutor del entredicho viene 
dada primeramente por su cónyuge62 y en defecto de éste por uno de sus 
progenitores (CC, art. 398). A falta de estos la designación la hará el Juez 
de conformidad con el artículo 309 (CC, art. 399)63. Curiosamente el art.  

lo expuesto esa Juzgadora reafirma su convicción de que tal circunstancia no se desprende del 
contrato sub litis, por lo cual se declara improponible la demanda”.

56 	Binstock, La protección civil…, p. 70. 
57 	Véase: Domínguez Guillén, La capacidad laboral de los incapaces de obrar…, pp. 326 y 327, 337 y 338.
58 	Véase: art. 64 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y art. 41 de la Ley 

Orgánica de Procesos Electorales.
59 	Véase supra XVI.
60 	Véase: CC, art. 185, ord. 7: Espinoza Melet, Manuel: El divorcio fundamentado en la causal de 

interdicción por causa de perturbaciones psiquiátricas graves que imposibiliten la vida en común. 
En: Revista Venezolana de Legislación y jurisprudencia Nº 6 edición homenaje a la memoria de 
Arturo Torres Rivero, 2016, pp. 65-81; Domínguez Guillén, Manual de Derecho de Familia…, pp. 
182-186. Sobre la necesidad del Juez de acordar manutención en tal caso: Varela Cáceres, Edison 
Lucio y María Candelaria Domínguez Guillén: La pensión compensatoria en el Derecho venezolano: 
Escasa aproximación legislativa. En: Actualidad Jurídica Iberoamericana. Año 2015, Nº 5 bis, pp. 
166-188, http://idibe.org/wp-content/uploads/.../6._Mª._Candelaria_Domínguez_pp._166-188.pdf .

61 	Véase: Domínguez Guillén, La delación..., pp. 188-190.
62 	Véase: Juzgado Sexto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscrip-

ción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 14-7-08, Exp. 2007-14345, http://caracas.
tsj.gov.ve/decisiones/2008/julio/2121-14-14345-.html. “En el caso que nos ocupa, por no existir 
separación de bienes entre el entredicho y su cónyuge ciudadana…, a ésta por imperativo de ley, 
le corresponde ser tutor de aquél. Ello es natural si se piensa que el Tutor ejerce no sólo funciones 
de administración y representación, sino el cuidado de la persona del incapaz. Y sin lugar a dudas, 
el llamado en primer término a velar por los intereses del entredicho, es quien ha hecho en el 
presente caso vida matrimonial con él, incluso desde el inicio de su enfermedad. La disposición 
de la ley es sabia, pues lo contrario propiciaría conflictos de intereses y situaciones contradictorias 
ante la posibilidad de que un tercero, distinto al cónyuge, en su condición de tutor tome decisiones 
personales con incidencia directa en el vínculo conyugal… Por otra parte, la “delación” o forma 
de determinar los titulares de los cargos tutelares es de estricto “orden público”, por lo que no 
está dado a los terceros ni al juzgador variar la designación que imperativamente hace la ley en 
lo atinente a la determinación del cargo de Tutor, esto en aras al mejor desenvolvimiento de la 
tutela. De tal suerte, que la designación del tutor no está sujeta a la voluntad de los particulares, aun 
cuando estos sean familiares; su intervención sólo encuentra aplicación cuando se cumple el orden 
subsidiario que la ley prevé al efecto.”; Domínguez Guillén, Manual de Derecho de Familia…, pp. 
114-116, la norma alude al cónyuge mayor de edad y “no separado legalmente de bienes” pero no 
creemos que ello incluya la posibilidad de capitulaciones matrimoniales sino la separación judicial.

63 	Véase referencia a ello y mención a un derecho de visitas de parientes o amigos: Tribunal Primero 
de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Ya-
racuy, Sent. 5-10-09, Exp. 14.308, http://yaracuy.tsj.gov.ve/decisiones/2009/octubre/1429-5-14308-.
html “Se aprecia así que si el entredicho se encuentra casado la ley es clara, en el sentido, de esta-
blecer que su cónyuge es el tutor de derecho, el primero llamado por ley a los fines de detentar el 
órgano ejecutivo a nivel tutelar. A falta de cónyuge, uno de los progenitores del incapaz asumirá la 
tutela con la aprobación del juez…En el caso que nos ocupa, por no existir físicamente el cónyuge 
de la notada en demencia, así como tampoco sus padres por imperativo de ley, le corresponde al 
juez determinar la tutoría del indiciado, conforme a lo preceptuado en el artículo 309…Por ello, 
acuerda que el tutor designado deberá autorizar las visitas diarias en el lugar donde se encuentre 
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39964 del CC señala que esto último tiene lugar si los padres no han nombra-
do por vía auténtica tutor a su hijo. A lo que hay que observar que no tiene 
sentido una prelación paterna en tal sentido cuando el entredicho está casado. 
Por otra parte, si bien no está en la ley, se admite acertadamente con base a la 
naturaleza de la delación, que el propio sujeto cuando era capaz pudo haber 
designado tutor previendo su incapacidad pues quien mejor que el propio 
interesado para disponer a su favor la denominada delación voluntaria65, en 
cuyo caso tal nombramiento debería privar sobre las personas indicadas salvo 
aquella a favor del cónyuge.

Ni el cónyuge ni el progenitor precisa prestar caución, ni presentar esta-
dos anuales ni discernimiento (CC, art. 40066). El artículo 402 eiusdem prevé 
“Nadie estará obligado a continuar en la tutela del entredicho por más de diez 
años, con excepción de los cónyuges, ascendientes o descendientes”, esto es 
dado lo delicado del régimen para el tutor, bien podría excusarse de ser de 
los sujetos indicados.

1.5. Revocatoria67

Dispone el artículo 407 del CC: “Se revocará la interdicción a instancia de los 
parientes, del cónyuge, del mismo entredicho, del Síndico procurador Mu-
nicipal o de oficio, cuando se pruebe que ha cesado la causa que dio lugar a 
ella”. Prevé en el mismo sentido el artículo 739 del CPC, que la revocatoria se 
decretará por el juez que conoció de la causa en primera instancia, a solicitud 
de las mismas personas que pueden promover la interdicción o de oficio y 
a tal efecto se abrirá una articulación probatoria por el lapso que fije el juez, 

el entredicho, de lunes a lunes, sin ningún horario comprendido, para que sus hijos, hermanos y 
cualquier familiar o amigo pueda visitarlo, sin más limitación que aquella que indique el sentido 
común, en aras de procurar la estabilidad emocional del mismo”. 

64 	Véase: Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circuns-
cripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 8-2-07, Exp. 42.255, http://merida.tsj.
gov.ve/decisiones/2007/febrero/2116-8-42255-.html

65 	Véase: Crehuet Del Amo, Diego María: La Tutela Fiduciaria. Madrid, Publicaciones de la Real 
Academia de Jurisprudencia y Legislación, edit. Reus S.A., 1921; De La Cuesta y Aguilar, ob. cit., 
pp. 57-59; Llorens, Luis Rogelio y Nelly A. Taiana de Brandi: Disposiciones y estipulaciones para 
la propia incapacidad. Buenos Aires, edit. Astrea, 1996, p. 27; Ordás Alonso, ob. cit., pp. 56 y 57, 
Domínguez Guillén, La delación..., pp. 194-199; Durán Corsanegro, Emilio: La autodelación de la 
tutela. Memoria para optar al grado de Doctor, Universidad Complutense de Madrid, 2003, http://
biblioteca.ucm.es/tesis/psi/ucm-t26742.pdf; Pérez Monje, Marina: Edad avanzada: En: Tratado de 
Derecho de la persona física, Civitas /Thomsom Reuters (Direct M. Gete-Alonso y Calera/ Coord. 
J. Sole Resina), España, 2013, T. I, p. 719, la autodelación de la tutela o autotutela, es una previ-
sión de futuro en que una persona con plena capacidad dispone sobre una posible etapa de su 
existencia; De Freitas de Gouveia, La autonomía…, p. 173, considera procedente la figura salvo que 
se esté casado o se trate de interdicción legal (dada su naturaleza); Pérez Gallardo, Estudios…, p. 
181, “nadie mejor que nosotros mismos para saber qué queremos cuando llegue el momento en 
que se apague la luz de nuestro entendimiento”. 

66 	Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, de Tránsito y de Protección del Niño y del Adoles-
cente de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy, Sent. 31-1-07, Exp. 5.127, http://miranda.
tsj.gov.ve/decisiones/2007/enero/1428-31-5127-.html. 

67 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 410-413; Picatoste Bobillo, Julio: La incapacitación: el 
marco jurídico. Revista de la Asociación Gallega de Psiquiatría Nº 8, Julio 2006, p. 78, Dialnet-
LaIncapacitacionElMarcoJuridico-5157928.pdf, las condiciones que propiciaron en su momento 
la incapacitación pueden sufrir alteraciones o desaparecer. 
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y la decisión se consultará con el superior. Las decisiones en la materia de 
incapacitación debe ser objeto de registro y publicidad68.

Se aprecia así que la reintegración de la capacidad supone un procedimiento 
sumarísimo69, no contencioso70, a saber, una simple articulación probatoria71 
en la que se prueba la cesación de la causa que originó la incapacitación, esto 
es que la no existencia una afección intelectual grave, habitual y actual. No 
cabe oponerse a dicha articulación 72 por lo que solo queda de ser el caso re-
plantear un nuevo proceso de incapacitación (ya sea de interdicción o de inha-
bilitación). Por efecto de dicha sentencia el sujeto se convierte en plenamente 
capaz por lo que las formalidades en cuanto a su notificación son las mismas. 

2. La interdicción legal73

2.1. Noción y fundamento74

La interdicción legal en el ordenamiento venezolano es la privación ope legis 
o de derecho de la capacidad negocial patrimonial por acto entre vivos en 
razón de una condena penal a presidio.

68 	Véase: CC, arts. 414 y 415, LORC, art. 3 num 7; Reglamento…, art. 86.
69 	La Roche, ob. cit. p. 214.
70 	Véase: Juzgado Segundo de 1ra. Instancia Civil, Mercantil, Agrario y Tránsito del Primer Circuito 

Judicial del Estado Bolívar, Sent. 30-3-11, http://anzoategui.tsj.gov.ve/decisiones/2011/marzo/2177-
30-FP02-V-2011-000285-PJ0192011000182.html. “La revocatoria del decreto de interdicción es un 
asunto no contencioso que, en principio, debe ser conocida por un Juez de Municipio conforme 
a lo previsto en la Resolución Nº 2009-0006 del Tribunal Supremo de Justicia. Sin embargo, en 
la materia el legislador ha establecido una competencia funcional, la cual es de orden público, 
confiriendo al Juez que decretó la interdicción en primera instancia el conocimiento de la solicitud 
de revocación. Por esta razón, además de la señalada en el auto de admisión, este Tribunal aceptó 
conocer de la presente causa. Así se decide. Conforme al artículo 739 del Código de Procedimiento 
Civil el Juez mandará abrir una articulación probatoria por el tiempo que determine. En el mismo 
sentido, el artículo 407 del Código Civil ordena que se revoque la interdicción cuando se pruebe 
que ha cesado la causa que dio lugar a ella. En otras palabras, la revocatoria de la interdicción 
requiere de la comprobación de la cesación del defecto intelectual grave que determinó la inca-
pacidad del sujeto de que se trate so pena de que no proceda la revocatoria. De manera análoga 
a como lo prevé el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil para el caso de las demandas 
(jurisdicción contenciosa) si no hay plena prueba de lo alegado como fundamento de la revoca-
toria el juez está obligado a rechazarla. En el caso de autos transcurrió la articulación probatoria 
indicada por el tribunal sin que el interesado haya promovido algún elemento de convicción que 
demostrara la cesación de las causas que originaron la interdicción razón por la cual su solicitud 
debe ser rechazada. Así se decide.”

71 	Véase: CSJ/Cas, Sent. 28-9-94, J.R.G., T. 131, p. 582, en un procedimiento sin contestación ni lapsos 
preestablecidos de pruebas, ni actos de informes, sino tan sólo una articulación probatoria por un 
lapso que fijará el juez a su discreción.

72 	Véase: Borjas, Arminio: Comentarios al Código de Procedimiento Civil venezolano. Caracas, Im-
prenta Bolívar, 1924, Vol. V, p. 198. Véase también: CSJ/Cas, Sent. 28-9-94, J.R.G., T. 131, p. 582.

73 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 457-473; Orgaz, Alfredo: Incapacidad civil de los penados: 
legislación argentina y comparada. Buenos Aires, Valerio Aveledo, 1939; Aramburo, ob. cit., pp. 
200-215

74 	 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 458-462; Aguilar Gorrondona, Derecho…, 2010, 
pp. 381 y 382; Hung Vaillant, Derecho…, pp. 419 y 420; Graterón Garrido, ob. cit., pp. 310 y 311; 
La Roche, ob. cit., pp. 219-221; Ochoa Gómez, Derecho…, pp. 698-701; Marín Echeverría, ob. cit., 
pp. 197- y 198; Zerpa, Derecho…, pp. 193 y 194; Rodríguez, ob. cit., pp. 408 y 409; Calvo Baca, ob. 
cit., p. 101.
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Si bien la mayoría de las incapacidades de obrar existen en protección del 
incapaz, la interdicción legal, presenta un sentido sancionatorio75, aunque 
algunos pretendan darle adicionalmente un matiz de protección76, lo cual 
no es cierto porque el reo bien pudiera acudir a la representación voluntaria 
derivada de la plena capacidad.

Tal figura opera por el solo efecto de la ley, simultánea a una sentencia 
condenatoria de presidio sin procedimiento judicial previo como es el caso 
de la interdicción judicial o incapacitación absoluta. Esto es, procede como 
accesoria a una pena de presidio el cual tiene lugar en el caso de delitos de 
mayor gravedad, y por ende no acontece en caso de pena de prisión77.

Se trata para algunos en una suerte de indignidad78 o “deshonor”79 que afecta 
un sector de la capacidad de obrar, de una suerte de deminutio capitis que susti-
tuye a la antigua figura de la muerte civil80 por la cual un sujeto vivo se reputaba 
muerto para el Derecho81. Hoy día nadie puede ser privado de su personalidad 
por más grave que sea su conducta; de allí que ante la odiosa idea de suprimir 
ficticiamente la personalidad humana, se sustituya por una incapacidad para 
disponer82. El entredicho penal tiene capacidad natural pero la ley le impone 
como sanción una limitación sustancial a su capacidad negocial patrimonial83.
75 	Véase supra XIV.4.4; Ramírez, ob. cit., p. 327, no es medida de protección para el entredicho.
76 	Véase: Orgaz, Personas…, p. 388: Se reconoce generalmente, sin embargo, que la interdicción tiene 

también, aunque de modo subsidiario, un objetivo de protección al condenado que, por su falta 
de libertad, se encuentra imposibilitado para administrar sus bienes; Aramburo, ob. cit., p. 203, 
indica que para algunos autores tal interdicción pretende proteger al penado de la imposibilidad 
en que se encuentra de realizar ciertos actos, dado la reclusión y el alejamiento de la familia. Véase 
también: Schizzerotto, ob. cit., pp. 32 y 33, otros ven un carácter mixto, integrado por el público 
al evitar la inmoralidad del condenado y privado para suplir los intereses del afectado.

77 	Véase: Juzgado Duodécimo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la 
Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 28-6-06, Exp. 20339 http://jca.
tsj.gov.ve/decisiones/2006/junio/2127-28-20339-.html “la interdicción civil o legal solo puede ser 
decretada en caso de una condena a presidio, que no es el caso que nos ocupa, ya que como antes 
quedó dicho la condena proferida por el Juzgado Primero de Reenvío en lo Penal fue de prisión, 
pena ésta que solamente conlleva como pena accesoria la inhabilitación política del condenado o la 
sujeción a la autoridad y jamás la interdicción civil o legal, motivo por el cual este procedimiento 
jamás debió ser abierto, en primer lugar, porque no encontraban dados los supuestos de hecho 
para ello y, en segundo lugar, porque cuando se produce una condena de presidio la interdicción 
civil o legal opera ope legis sin necesidad de procedimiento previo”.

78 	Giunta, ob. cit., p. 15.
79 	Santoro Passarelli, Doctrinas…, p. 20.
80 	Véase Schizzerotto, ob. cit., pp. 32 y 33; Dominici, ob. cit., p. 527, en esa especie de muerte civil es 

preciso darle un representante legal al reo.
81 	Véase sobre la muerte civil: Domínguez Guillén, Inicio y extinción…, pp. 160-164.
82 	Véase: Laurent, ob. cit., T. I, pp. 568-571, ese horrible concepto de que un hombre lleno de vida 

se reputase muerto, no repugnaba. Boulay dijo: “cuando un individuo ha cometido crímenes de 
tal gravedad que ha disuelto hasta donde ha podido el cuerpo social, debe ser separado de él para 
siempre”. El afectado perdía la propiedad de sus bienes. Actualmente ha sido sustituida por la 
interdicción legal.

83 	Véase: Bianca, ob. cit., p. 261, la incapacidad concierne solo a los derechos patrimoniales; De 
Apalatequi y Ocejo, Pedro y De Bofarull y Romaná, ob. cit., p. 38, la restricción criminal no deriva 
de inhabilidad natural o patológica para gobernarse a sí mismo sino de la infección de su espíritu 
por la exacerbación de sus malas pasiones y se somete a un régimen penitenciario, alejándolo 
del contacto de la comunidad, aun sin privarle de ciertas actuaciones como la testamentifacción 
activa y pasiva. 
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En la interdicción legal solo existe una privación de la capacidad negocial en 
el ámbito patrimonial, derivada de la condena a presidio. El entredicho legal 
no podrá realizar ningún acto de disposición pero sí actos personalísimos. Su 
autonomía y voluntad solo se limita en su aspecto patrimonial y no personal84. 

2.2. Procedencia85

La interdicción legal precisa de una sentencia definitivamente firme condena-
toria a presidio, no basta la simple iniciación del proceso penal: los procesados 
no son sujetos de esta sanción pues sobre ellos no recae todavía condena. Se 
trata de una pena accesoria por lo que no procede en forma autónoma sino 
paralela a la de presidio. Al efecto indica el artículo 23 del Código Penal: “la 
interdicción civil por causa criminal no podrá imponerse como pena principal, 
sino únicamente como accesoria a la de presidio…”. Se trata de una incapacidad 
sancionatoria que se traduce según veremos en una privación de la capacidad 
negocial patrimonial86.

2.3. Efectos87

Dispone el artículo 23 del Código Penal: “La interdicción civil por causa crimi-
nal no podrá imponerse como pena principal, sino únicamente como accesoria 
a la de presidio. Sus efectos son privar al reo de la disposición de sus bienes por 
actos entre vivos y de la administración de los mismos, de la patria potestad 
y de la autoridad marital. A la administración de los bienes del entredicho se 
preverá conforme lo dispone el Código Civil respecto a los que se hallen en 
interdicción”. En el mismo sentido prevé el artículo 408 del CC: “ El entredi-
cho por condenación penal queda sometido a tutela, la cual se regirá por las 
disposiciones de este Capítulo, en cuanto sean aplicables.”

De lo anterior se deduce los efectos de la interdicción legal en cuanto a la 
capacidad de obrar y dado el carácter estricto de las incapacidades, debe seña-
larse que al ver afectado el entredicho legal la libre administración y disposi-
ción de sus bienes por acto entre vivos, no resulta afectada toda su capacidad 
de obrar sino tan solo una porción de ésta. A tenor del citado artículo 23 CP 
la interdicción legal priva al reo de presidio la capacidad negocial patrimonial 
por acto entre vivos, quien no podrá realizar actos con relación a sus bienes. 
Esa es pues la sanción de ley. De ello se deriva a su vez que el entredicho legal 
por no estar afectado en su discernimiento puede realizar actos personalísimos 
como contraer matrimonio, reconocer hijos, divorciarse, e inclusive realizar 
contrato de trabajo, pues éste último es un hecho que la propia ley trata de 
fomentar como forma de redención88. Por otra parte también el condenado 

84 	De Freitas de Gouveia, La autonomía…, p. 174.
85 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 462-468.
86 	Aramburo, ob. cit, p. 203, “Ofrece, pues, el delito un doble aspecto: el penal, en cuanto hace 

necesaria la imposición de un correctivo que restaure el orden perturbado y reprima las malas 
inclinaciones del agente, y el civil, consecuencia del primero, en cuanto es causa restrictiva y 
limitadora de la capacidad para el Derecho privado”.

87 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 469-471.
88 	Véase nuestros comentarios en: Domínguez Guillén, La capacidad laboral de los incapaces de 

obrar…, pp. 327-335. Especialmente, pp. 328 y 329: “La Constitución en su artículo 272 se refiere 
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a presidio puede testar pues la sanción de ley se limita a actos entre vivos, 
por lo que puede disponer de sus bienes por acto mortis causa. De allí que a 
diferencia del entredicho judicial el condenado a presidio puede realizar actos 
personalísimos que por su naturaleza no admiten la representación legal.

Por tener capacidad matrimonial, creemos que el entredicho legal puede 
realizar capitulaciones matrimoniales requisito de capacidad necesario para 
la validez de las capitulaciones89. El entredicho legal puede designar repre-
sentante voluntario a los fines del ejercicio del derecho de autor90.

El entredicho legal no pierde su capacidad procesal, pues la limitación 
de la ley se dirige claramente a la disposición y administración de los bienes 
por acto entre vivos91 y en consecuencia en atención al carácter estricto de 
las incapacidades puede por sí mismo otorgar poder a un abogado para que 
lo defienda en juicio92, o de ser abogado y tener capacidad de postulación, 

expresamente al “trabajo” en un contexto de rehabilitación del interno. La Ley de Redención 
Judicial de la pena por el estudio y el trabajo, en su artículo 2 señala que “el trabajo y el estudio en 
reclusión son procedimientos idóneos para la rehabilitación del recluso”, sin distinción al efecto 
entre presidio y prisión. De hecho, en diferentes Centros Penales del país, los reos pueden realizar 
actividades laborales manuales o físicas (carpintería, latonería, artesanía, talabartería, cocina, 
etc.) o intelectuales (facilitadores, instructores o profesores) de conformidad con el artículo 5 de 
dicha ley especial, cuyo artículo 7 se refiere inclusive a “los ingresos percibidos por los reclusos”. 
Se aprecian decisiones judiciales donde ha tenido aplicación la citada ley y por ende la redención 
de la pena por trabajo y estudio, y también el trabajo como fórmula alternativa de cumplimiento 
de pena de conformidad con el Código Orgánico Procesal Penal”. Véase: ibid., pp. 330 y 331, “a 
nuestro criterio, cabe interpretar que dada la especial naturaleza del trabajo del reo el entredicho 
legal no precisa de la constitución o formalidades de la tutela, para percibir el producto básico de 
su oficio, es decir, consideramos que el condenado a presidio puede percibir por sí solo lo necesario 
para su propia subsistencia, esto es, lo indispensable para cubrir sus requerimientos materiales 
básicos. Es irreal pensar que el régimen penitenciario cubre todas las necesidades económicas del 
reo, por lo que someter el acceso a su modesto ingreso laboral, al complicado mecanismo tutelar, 
se traduciría en la imposibilidad del sujeto de satisfacer por sí mismo sus necesidades mínimas. 
…Véase en sentido contrario: Orgaz, ob. cit., p. 393 y 394, señala que al penado a su salida debe 
entregársele el peculio logrado con su trabajo y esta entrega no se concibe sin la recuperación 
de la capacidad. ... La subsistencia de la incapacidad pondría al penado en la imposibilidad de 
disponer del producto de su arte, oficio.

89 	Véase: Domínguez Guillén, Manual de Derecho de Familia…, p. 107.
90 	Véase: Ley Sobre Derecho de Autor, art. 33: “El entredicho por condena penal no obstante su 

incapacidad, puede realizar por medio de mandatario, cualquier acto jurídico relativo a la obra 
creada por él y ejercer en juicio las acciones derivadas de estos actos jurídicos o de sus condiciones 
de autor.”

91 	Véase: Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la 
Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 22-11-07, Exp. 04-2286, http://
jca.tsj.gov.ve/decisiones/2007/noviembre/2119-22-04-2286-.html. “... Con base a lo anterior, y 
siendo que el demandado presenta y vive actualmente una incapacidad legal, definida esta como 
la privación de la capacidad negocial, pero en lo relativo al sector patrimonial…Sin embargo, el 
condenado a presidio conserva cierto sector de la capacidad negocial, aquel que se refiere a sus 
relaciones personales, por ello puede reconocer hijos, contraer matrimonio e incluso divorciarse. 
En razón de lo antes expuesto, como puede observarse no encuadra en el supuesto de ninguna 
de las dos causales que pretende enervar la accionante en el presente recurso de invalidación”.

92 	Véase: Domínguez Guillén, Algunos problemas…, pp. 292-294; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 
467 y 468, pp. 529 y 530; Domínguez Guillén, La capacidad laboral de los incapaces de obrar…, pp. 
333-335; La Roche, ob. cit., p. 220, la designación de un apoderado o mandatario judicial constituye 
un acto personalísimo que debe permitírsele al entredicho legal pues “sería un absurdo de la ley” 
que no pudiera designar quien lo defienda en juicio; Mendoza, El derecho de familia…, p. 135, 
la restricción de la capacidad de ejercicio de los derechos del condenado a presidio, se limita a 
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podrá ejercer su propia defensa. Ello a pesar de las normas procesales de 
contenido general93, amén que lo engorroso de la constitución de la tutela94 
haría nugatorio el legítimo ejercicio de la defensa del reo o el acceso a los ór-
ganos jurisdiccionales95. Esto obviamente, salvando que por vía de un poder 
judicial se pretenda otorgar una suerte de representación a los efectos de la 
administración patrimonial y desvirtuar así el sentido de la sanción legal. 

En este sentido en cuanto a la forma de constitución propiamente del régi-
men algunos consideran que dada la remisión del artículo 408 CC a la tutela 
de entredichos o interdicción judicial, aplicarían las formalidades típicas del 
procedimiento tutelar (consejo de tutela, inventario, garantía, etc.). Sin em-
bargo, su complicado funcionamiento hace dudosa su procedencia respecto 
del entredicho legal, de allí que algunos señalan que éste al estar sometido al 
régimen penitenciario tiene por tutor al Estado96. La forma en que ha tenido 
lugar esta institución en la práctica venezolana resulta difícil de precisar97, 
aunque se aprecian decisiones aisladas que someten al entredicho legal al 
complejo y tradicional mecanismo tutelar inclusive para el ejercicio de su 
capacidad procesal98. Lo anterior hace dudar de la eficacia práctica de la figura.

la disposición y administración de sus bienes, pues como se indicó anteriormente las medidas 
restrictivas de un derecho no se pueden interpretar en forma extensiva, y por ello no requiere 
curador (sic) para el divorcio: Su situación, es pues diferente al entredicho judicial.

93 	A saber, los artículos 136 y 137 del Código de Procedimiento Civil. Ello porque la sanción impuesta 
al reo es concreta a la administración de los bienes por lo que no cabe –a falta de norma expresa 
relativa al entredicho legal– extenderla a la posibilidad efectiva de defender procesalmente sus 
derechos a nivel general. 

94 	Véase, Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, Tránsito y Bancario 
de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, Sent. 19-7-07, Exp. 2006 / 7525, http://jca.tsj.
gov.ve/decisiones/2007/julio/741-19-2007-7525-.html. 

95 	En consonancia con el artículo 26 de la Constitución. 
96 	Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 527-529. Véase señalando que no existe tutor, protutor ni 

miembros del Consejo de Tutela sino que el Estado será su tutor por estar sometido al régimen 
penitenciario: La Roche, ob. cit., p. 220; Graterón Garrido, ob. cit., p. 310; Rodríguez, ob. cit., p. 
408, el condenado queda incorporado al régimen penitenciario, de manera que la tutela la ejerce 
el Estado a través de las normas de ese régimen.

97 	Véase referencia a trabajo inédito de seminario en: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 469, nota 45.
98 	Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, Tránsito y Bancario 

de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, Sent. 19-7-07, 2006 / 7525, http://jca.tsj.gov.
ve/decisiones/2007/julio/741-19-2007-7525-.html “se recibieron ante este despacho (distribuidor 
para la fecha) actuaciones provenientes del Tribunal Penal de juicio de Puerto Cabello, donde 
se solicitó la designación de un tutor que represente al ciudadano…. en el juicio por Daños y 
Perjuicios generados a la víctima de la causa penal, ciudadana…, por la condenatoria penal 
recaída en la persona del ciudadano antes mencionado”…se solicitó a la ciudadana… con el fin de 
declarar suficiente la garantía, a dar cumplimiento a lo establecido en el ordinal 3º del artículo 
1885 del Código Civil, el cual dispone la constitución de hipoteca sobre los bienes del tutor que 
se determinen con arreglo a los artículos 360 y 397; evidenciándose el cumplimiento mediante la 
consignación de la constitución de hipoteca legal de primer grado sobre el inmueble en referencia 
efectuada por la mencionada ciudadana…Cumplidas como han sido las formalidades contenidas 
en el Título X, Capítulo I del Código Civil, relacionadas con la designación de Tutor al ciudadano…, 
hermana del entredicho…; Tribunal Penal de Juicio de Puerto Cabello, Sent. 16-9-05, Asunto: 
GP11-V-2003-000001, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2005/septiembre/880-16-GP-V-2003-00001-.
html “…se ordena oficiar con carácter de urgencia al Internado…, a los fines de que sea informado a 
este Tribunal si fueron realizadas en su oportunidad las gestiones necesarias para el nombramiento 
del tutor al mencionado penado…”.
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El condenado a presidio queda excluido del ejercicio de la patria potestad 
(más no privado de la misma en sentido técnico) pues se trata de una causa 
que en forma automática le impide ejercer las funciones correspondientes99. 
El citado artículo 23 del CP se refiere a la pérdida de la potestad marital, ar-
caico instituto que desapareció en la Reforma del CC de 1982 que propició la 
igualdad entre marido y mujer.

Los actos realizados por el entredicho en razón de condena penal, sin la 
debida representación legal, se encuentran afectados de nulidad absoluta, 
en razón de que existe un interés colectivo o social, a diferencia de la inter-
dicción judicial que persigue el interés individual o particular del entredicho. 
Lo anterior se desprende del artículo 1.145 del CC que indica “…la persona 
capaz de obligarse no puede oponer la incapacidad del menor, del entredicho, 
ni del inhabilitado con quien ha contratado. La incapacidad que se deriva de 
la interdicción por causa de condenación penal, puede oponerse por todos 
aquellos a quien interese”100.

Finalmente, la sede jurídica del entredicho legal viene determinado por el 
centro de reclusión, según ratifica el artículo 143 de la LORC101.

2.4. Cesación102

La interdicción legal subsiste mientras dure la pena pues es accesoria a ésta103, 
sin que afecte que la culminación tenga lugar por cumplimiento, indulto, 
amnistía.

Modernamente la figura de la interdicción legal ha sido con razón criti- 
cada,104 considerándose inclusive de lege ferenda su posible derogatoria como 
lo prevé el proyecto de Código Penal elaborado por el Tribunal Supremo de 

  99 	 Véase supra Capítulo XVI; Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y de Protección 
del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 1-2-10, Exp. 
08-6659, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2010/febrero/99-1-08-6659-.html “La interdicción 
civil como accesoria a la pena de presidio implica entre otras cosas la privación del ejercicio de 
la patria potestad…”

100 	 Véase también respecto de la nulidad absoluta en el Derecho italiano: Santoro Passarelli, 
Doctrinas…, p. 22; Schizzerotto, ob. cit., p. 33.

101 	 Véase: Domínguez Guillén, La sede jurídica…, p. 477; supra IX.
102 	 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 471-473.
103 	 Véase: Schizzerotto, ob. cit., p. 33; La Roche, ob. cit., pp. 220 y 221, “termina con la libertad 

plena de cárcel segura que obtenga la persona, por haber cumplido la condena que le fue impuesta, 
o de haber sido indultado. Cuando la persona salga en libertad de cárcel segura, esa persona entra 
nuevamente en el ejercicio de todos sus derechos civiles y políticos...”. Ello obviamente no aplica 
al caso de que la persona se escape del centro penitenciario; Graterón Garrido, ob. cit., p. 311.

104 	 Véase: Corte de Apelaciones del Circuito Judicial Penal del Área Metropolitana de Caracas, 
Sent 23-5-08, Exp. As 2181-08, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2008/mayo/1731-23-10As2181-
08-S05-02.html “Como puede verse al confrontar esta norma legal con la dispuesta en el Artículo 
16 eiusdem, la pena accesoria a la de presidio, distinta a las dispuestas para la pena de prisión, 
es una sola, pero que implica la afectación de derechos de mucha trascendencia, como lo son la 
libre disposición por parte de la persona de los bienes de su pertenencia, en este caso en virtud 
de la condena penal que se le impone, quedando disminuida su capacidad civil, aparte de otros 
derechos que involucran decisiones de índole muy personal…”.
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Justicia105, como ha acontecido en otras legislaciones106. Pareciera que la difi-
cultad práctica en la forma de subsanar la incapacidad negocial patrimonial 
del entredicho legal pudiera traducirse en una sanción adicional a éste107. 

105 	 Véase: Proyecto Código Penal. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2004, p. 130, artículo 
73: “Penas privativas de libertad. Las penas privativas de libertad son las siguientes: 1. La prisión. 
2. El arresto”. Según se aprecia del Proyecto se eliminó la pena de presidio. Agrega la Exposición 
de Motivos: “Las penas y sus clases han constituido un avance de actualización, toda vez que el 
anteproyecto proporciona una moderna clasificación de las penas al eliminar una absurda dife-
rencia teórica entre la pena de presidio y la de prisión y se establece la pena de prisión para los 
delitos y la de arresto para las faltas; quedan eliminadas la relegación a la colonia penitenciaria 
y otras formas anacrónicas de sanción penal.” (ibid., p. 68). 

106 	 Véase: Carrasco Perera, ob. cit., p. 115, en España la Reforma de 1983 ha excluido como 
causas taxativas de incapacitación la interdicción civil, por el hecho de haber desaparecido como 
pena en la reforma del Código Penal de 25 de julio de 1983, por lo que era lógico su desaparición 
en el ámbito de su esfera civil. 

107 	 Ello encuentra sentido en la idea que constituye suficiente castigo por sí solo el some-
timiento al régimen penitenciario por lo que resulta dudoso someter al reo a formalidades que 
dada su especial situación pueden revertirse en una imposibilidad de disponer en perjuicio de 
sus derechos personales.


